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CORREO 1 - APORTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA PROCESO REIVINDICATORIO-
2021-410

Mauricio Burgos <maoburgos_69@hotmail.com>
Lun 28/02/2022 4:44 PM
Para:  Juzgado 50 Civil Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <j50cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

BUENAS TARDES, POR MEDIO DEL PRESENTE CORREO Y DENTRO DEL TERMINO LEGAL ME PERMITO DAR
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, ADJUNTO PDF CON LA CONTESTACIÓN, PRUEBAS Y ANEXOS, SOLICITO
LE DEN EL TRAMITE QUE CORRESPONDA. MUCHAS GRACIAS.

CORREO NUMERO 1 CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
CORREO NUMERO 2 DEMANDA DE RECONVENCIÓN 

ADJUNTO COPIA DE LOS DOS CORREOS A LA PARTE DEMANDANTE Y DEMANDADA EN RECONVENCIÓN
DE CONFORMIDAD AL DECRETO 806 DE 2020

PROCESO N° 110013103050-202100-410-00 
 
DEMANDA REIVINDICATORIA DE JOAQUIN GARCIA RODRIGUEZ Y OSWALDO ABRIL
RUEDA Contra CONJUNTO RESIDENCIAL MULTIFAMILIARES LAGO DE TIMIZA II
ETAPA. 

CORDIALMENTE,
FRANCO MAURICIO BURGOS ERIRA
APODERADO PARTE DEMANDADA Y DEMANDANTE EN RECONVENCIÓN 



SEÑOR 

JUEZ 50 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA, D.C.  

E.                                            S.                                          D. 
 

PROCESO N° 110013103050-202100-410-00 

 
DEMANDA REIVINDICATORIA DE JOAQUIN GARCIA RODRIGUEZ Y 

OSWALDO ABRIL RUEDA Contra CONJUNTO RESIDENCIAL 

MULTIFAMILIARES LAGO DE TIMIZA II ETAPA. 

 

ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA 

 

FRANCO MAURICIO BURGOS ERIRA, mayor de edad, con domicilio en 

Bogotá, D.C.  abogado en ejercicio, identificado civil y profesionalmente como 

aparece al pie de mi respectiva firma, actuando como apoderado judicial de la 

parte demandada CONJUNTO RESIDENCIAL MULTIFAMILIARES LAGO DE TIMIZA 

II ETAPA, persona jurídica con domicilio en Bogotá, D.C. representada 

legalmente por el señor CARLOS FELIPE ACEVEDO ADAMA, persona mayor de 

edad con domicilio en Bogotá, D.C; identificado como aparece en el respectivo 

poder que adjunto (ya aportado el proceso por medio electrónico) y cuya 

certificación de la existencia y representación legal ya obra dentro del proceso, 
por medio del presente escrito me permito dentro del término legal dar 

contestación a la demanda en los siguientes términos: 

 

FRENTE A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es cierto según da cuenta el instrumento público referido, con la 

salvedad, de que nunca obro entrega real ni material de la posesión del inmueble 

adquirido por los aquí demandantes, de manos del vendedor GILBERTO JEREZ 

(Q.E.P.D) en la fecha que la fecha que señala la escritura (27-04-2011), pues 

haber recibido la entrega del inmueble, los aquí demandantes hubieran 

desarrollado las acciones legales para proteger el inmueble mediante acciones 

policivas y se hubieran notificado de inmediato del proceso declarativo de 
pertenencia que mi poderdante inicio en el año 2013. 

 

SEGUNDO: Es cierto según da cuenta el instrumento público referido, con la 

salvedad, que nunca el señor AQUILINO USEDA FRANCO entregó el inmueble ya 

referido, al señor GILBERTO JEREZ (Q.E.P.D) en la fecha que la fecha que señala 

la escritura (06-06-2009) pues haber recibido la entrega del inmueble, en esa 

data, algún tipo de tramite o actuación policiva debió haber adelantado para 

preservar la posesión o darle el inmueble el uso que corresponde. 

 

TERCERO: No es un hecho de la demanda. 

 

CUARTO: No es un hecho que le conste a mi mandante a la fecha de 

contestación de la presente demanda, pues si bien en el certificado de libertad 
aportado al proceso no se registra acto de enajenación alguno, no se puede 



aceptar o negar que el demandante haya prometido en venta el inmueble, si así 

como lo adquirieron los demandantes, esto es, solo firmando la escritura pública 

sin recibir la posesión del predio, así mismo pueden prometer transferirlo a 
cualquier otra persona, pues tales actos no están revestidos de publicidad frente 

a terceros, solo hasta que pasan por la oficina de registro de instrumentos 

públicos. 

 

QUINTO: No es cierto. Los demandantes no se encuentran privados de la 

posesión material del inmueble, POR CUANTO NUNCA LA HAN TENIDO, menos 

que se les haya privado de ella, desde el 24 de Mayo de 2013, fecha en que 

radico un proceso de pertenencia, pues dicho trámite legal no tiene la virtud o 

alcance de ser un despojo, por el contrario, es un evidencia que constata uno de 

los presupuestos axiológicos para acceder al derecho real de dominio por el 

modo de la prescripción, el cual es, el tiempo, ya que quien cumple con esa 

exigencia, radica la demanda por creer haber consolidado un derecho que debe 
ser declarado judicialmente. Esto da cuenta que la copropiedad demandada era 

la poseedora y así se consideraba para esa fecha donde invocaba la prescripción 

de la ley 791 de 2001. 

 

La copropiedad demandada nunca ha ejercido violencia sobre el inmueble para 

poseerlo, toda vez que el predio nunca ha estado desocupado al arbitrio de 

cualquier persona, de lo contrario, los aquí demandantes, sus antecesores o 

cualquier tercero, hubieran aprovechado tal situación para ocupar el predio sin 

que medie permiso alguno; y por el contrario el inmueble, pese a no tener 

construcción, siempre ha sido cuidado, y en general, objeto de mantenimiento 

por parte de la copropiedad, estuvo cercado hasta que dicho cerramiento fue 

quitado por orden administrativa y luego judicial, pero siempre se ha vigilado 

para evitar que habitantes de calle, delincuentes y hasta los mismos 
demandantes, ingresen sin autorización alguna.  El tiempo de posesión anterior 

al 24 de Mayo de 2013 es de 13 años, por lo que no puede afirmar el apoderado 

de los demandantes que la persona jurídica demandada comenzó a poseer el 

predio desde el año 2013 para dar a entender que de posesión solo 8 años y así 

evitar que mi poderdante acredite el tiempo necesario para la usucapión.  

 

HECHO 5.1: No es cierto. Como la buena fe se presume, la copropiedad 

demandada considera que el inmueble que nos ocupa en esta demanda, hacia 

parte del conjunto, ya que, urbanísticamente hablando, como parte del 

equipamiento comunal tenía una destinación específica de un área para CENTRO 

COMUNAL (como reza el proyecto aprobado y vendido a los compradores de 

aquel entonces), y que, de su área total construida, le corresponderá a cada 
manzana, el porcentaje aprobado en el plano.  Precisamente, el área restante 

coincidía con área útil de los lotes para comercio denominándolos LOTE A-1 con 

218.50M2 y LOTE A-2 con 276 M2, siendo este último, el identificado con la 

matrícula inmobiliaria 50S-0001190 por lo que está demostrada la ausencia de 

mala fe en la parte demandada (véase para tal efecto el plano de manzana 

Catastral, el plano del proyecto inicial y resolución 265 del 20 de Agosto de 1986 

del Departamento Administrativo de Planeación Distrital. 

 



En lo que respecta a que la copropiedad penetró ilegalmente al lote rompiendo 

candados del cerramiento, amenazando con vías de hecho e impidiendo el 

ingreso de los aquí demandantes al lote, NO ES CIERTO, toda vez que el conjunto 
ostenta la posesión 14 años atrás, cuando ni siquiera los demandantes tenían la 

intención de adquirir el predio, dado que si al año 2013 instauraron una demanda 

de pertenencia, era porque tenían un tiempo superior a los diez años para esa 

época, y los aquí demandantes al haber comprado el predio tan solo dos años 

antes (2011), no pudieron ser supuestamente despojados en el 2013, sino para 

la época en que compraron el predio siempre y cuando hubieran recibido entrega 

del inmueble de manos de su vendedor, cosa que como nunca ocurrió, faltando 

a la verdad, atribuyen que el día en que se radico una demanda fueron 

despojados de la posesión que nunca han tenido  

 

En lo que respecta de la exigencia de entrega por parte de un juez, es cierto 

parcialmente, toda vez que tal explicación se le dio a los aquí demandantes y al 
señor apoderado, cuando en el año 2021 fueron recibidos en uno de los salones 

comunales de la copropiedad con el fin de saber cuál era el motivo de su 

presencia.  En dicha reunión, los demandantes con su abogado, exigían la 

entrega del lote, porque a su parecer el fallo adverso de un proceso de 

pertenencia, les daba a ellos el derecho de llegar al lote para ocuparlo. Se les 

explicó, que no por el hecho de tener una decisión judicial donde el anterior 

proceso de pertenencia no le fue favorable al conjunto, ello quiera decir, que el 

fallo llevaba inmersa la entrega, ya que no existió proceso reivindicatorio alguno 

u orden judicial que así lo determinara, por lo que debían de acudir a la 

jurisdicción para tal efecto. 

 

SEXTO: No es cierto. No existe prueba documental alguna que acredite que la 

copropiedad demandada haya empezado a ejercer actos posesorios desde el 24 
de Mayo de 2013, lo que si es cierto, es que en esa fecha exacta el Conjunto, 

radicó un proceso declarativo de pertenencia el 24 de Mayo de 2013 (véase hoja 

de reparto anexada como prueba), y ese no es un acto público ni solemne que 

les permita inferir a los demandantes, que desde esa fecha mi poderdante posee 

el inmueble con actos violentos, pues que violencia se va a ejercer para radicar 

una demanda.  Por el contrario, tal radicación de demanda, demuestra que la 

copropiedad tenía los años de posesión necesarios para acceder al dominio, 

razón por la cual presentaron la acción judicial. Como se explicará más adelante, 

el tiempo de posesión de 26 años que alegaron en la demanda de pertenencia 

referida, no se logró acreditar, por varios documentos que una de sus 

administradoras y directivos comunales firmaron de manera irregular, donde 

reconocieron dominio ajeno en el fallo de una acción de cumplimiento de una 
decisión administrativa de orden urbanístico. Así se logró desvirtuar la posesión 

acumulada que tenía el conjunto desde 1986 hasta el año de 1999, y por el tipo 

de prescripción invocada, los años de posesión del año 2.00 hasta el 24 de Mayo 

de 2013 le fueron insuficientes para acceder a la propiedad. 

 

AL HECHO 6.1:  No es cierto como está redactado. La copropiedad demandada, 

nunca ha intentado apoderarse de este predio ni menos en contra del señor 

Aquilino Useda Franco, toda vez que el precitado señor, nunca recibió real ni 



materialmente el inmueble cuando su vendedor Fondo de empleados de la Caja 

de Vivienda Militar le transfirió dominio el 11 de Enero de 1995, para esa época 

el Conjunto ya tenia el lote cuidándolo y cercado con cerramiento perimetral que 
fue objeto al año siguiente, es decir, en 1996, objeto de querella por infracción 

urbanística.  Como no existió una entrega o un proceso judicial de entrega de 

tradente al adquirente, el señor Useda Franco nunca pudo ser despojado la 

posesión que nunca obtuvo.  Precisamente por ello, en vez de promover un 

proceso reivindicatorio en contra del poseedor, inicio una querella administrativa 

policiva en la alcaldía menor de Kennedy por infracción al régimen urbanistico 

en la modalidad de cerramiento ilegal, la cual culminó con una resolución que 

ordenó la demolición, la que al no ejecutarse fue objeto de una acción de 

cumplimiento ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que la 

alcaldía cumpliera el fallo.  Como se observa, este tipo de actuaciones 

administrativas ni judiciales no tienen el fin o alcance de  reivindicar la 

propiedad, posesión o tenencia de un inmueble, toda vez que las querellas de 
cerramientos las puede promover cualquier ciudadano con interés jurídico 

diferente y que no es necesariamente el de ser propietario; por ende el fallo 

favorable, no le reconoce al querellante o demandante derecho alguno sobre el 

inmueble, de lo contrario, sería objeto de oposición la presente demanda por 

haber hecho tránsito a cosa juzgada un anterior proceso reivindicatorio frente al 

actual. 

 

AL HECHO 6.2 No es cierto como está redactado. Al referirse en este hecho “ a 

los demandados” no se entiende a que clase de demandados se refieren, pues 

en el presente proceso la parte pasiva es una sola, por ser la persona jurídica 

accionada como demandada determinada.  La referencia que hace el actor a que 

los administradores y consejeros de administración firmaron un acta en la que 

dieron cumplimiento a un fallo y reconocieron dominio ajeno,  es cierto, pero es 
de aclarar que el sujeto pasivo de la acción de cumplimiento era la alcaldía menor 

de Kennedy y no la propiedad horizontal demanda, y de otra parte la tan referida 

acta, son en realidad tres (03) documentos que los administradores y miembros 

de los consejos de administración de la época firmaron bajo el total 

desconocimiento jurídico de que una infracción urbanística no es igual a una 

acción de dominio y que para obligarse en favor de la persona jurídica que decían 

representar, requerían de la autorización de la asamblea de copropietarios para 

tal fin.  Sin embargo, fueron estos documentos, los que rompieron la posesión 

del Conjunto, pues al reconocerse dominio ajeno se perdió la posesión de 13 

años, en la que la copropiedad cerró el lote, construyeron pista de patinaje y 

juegos para los niños, viéndose avocados a desmontar esos elementos.  

 
SEPTIMO: No es cierto como está redactado. La copropiedad demandada 

instauró un proceso ordinario declarativo de pertenencia el 24 de Mayo de 2013 

y ello obedeció a la necesidad de sanear la carencia del título de propiedad de 

una posesión que para esa época consideraban tener por mas de 26 años, así 

que la radicación de la demanda por la radicación de una licencia de construcción 

ante una curaduría tres días antes, no es creíble, ni relevante, pues la simple 

radicación de una solicitud de licencia no es un acto que sea de público 

conocimiento a cualquier tercero.    



 

Resalto la contradicción de los demandantes, donde al inicio de la demanda 

afirman que el 24 de Mayo de 2013 despojaron violentamente de la posesión a 
los titulares inscritos, haciendo público su calidad de poseedores cuando la 

radicación de la demanda no reviste publicidad alguna, y en este hecho la razón 

de la radicación de la demanda, ya no obedece a un supuestos despojo violento, 

sino, a la radicación de una licencia. 

 

AL HECHO 7.1: Cierto parcialmente.  Si bien es cierto que los demandantes los 

primeros días del mes de julio de 2013, pretendieron ingresar a la fuerza al 

inmueble para instalar una caseta de vigilancia, vía de hecho que se les impidió, 

lo que esto demuestra es que los actores nunca han tenido la posesión del 

inmueble como lo pretenden afirmar.  En lo que respecta a la licencia de 

construcción obtenida por los demandantes en esa época, no es un hecho que 

le conste a mi mandante, pues la licencia no es un documento que habilite al 
beneficiario de la misma para querer entrar por la fuerza a un inmueble, de lo 

contrario la mera licencia haría inocuo el proceso reivindicatorio.   

 

AL HECHO 7.2:  No es cierto como esta redactado. La presencia de la Policía el 

día en que los actores refieren, no era para desalojar a la copropiedad como 

tampoco para reconocer derechos reales con base en una licencia de 

construcción.  Si bien se informó que los derechos del lote estaban en un litigio, 

el poder de policía es solo para amparar derechos provisionales o preservar el 

statu quo, que en este caso, como la copropiedad era la poseedora del lote, tal 

situación o condición continuó.  

 

OCTAVO:  No es cierto como esta redactado.  En los procesos declarativos de 

pertenencia donde se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de 
dominio, no se requiere buena fe ni justo título como requisitos para la 

prosperidad de la demanda, sino solo demostrar el tiempo de posesión, los actos 

de dueño y señor, la identidad del predio y la naturaleza jurídica del mismo. El 

proceso de pertenencia que refieren los actores culminó con sentencia 

desfavorable para la copropiedad, pero en dicho proceso no se demostró que el 

Conjunto aquí demandado, como tampoco ninguna otra etapa o personas 

indeterminadas no tuvieran la calidad de poseedores de buena fe. 

 

NOVENO: Es cierto.  

 

DECIMO: Cierto parcialmente. Si bien la tutela fue una acción constitucional 

radicada para revocar las Sentencias del  15 de noviembre de 2018 y 17 de 
octubre  de 2019 surtidas dentro del proceso de pertenencia, ello obedeció no a 

la necesidad de insistir en un derecho de posesión, sino, de buscar la protección 

a derechos constitucionales fundamentales como el debido proceso y acceso a 

la administración de justicia al considerarse que los fallos proferidos, cometían 

una vía de hecho al convalidar la entrega de un lote que jurídicamente no era 

de la propiedad horizontal y por ende tal acto dispositivo, fuera de no estar 

revestido de las formalidades que la ley exige en aquel entonces, era inocuo, 

por cuanto el inmueble no era jurídicamente hablando ninguna zona comunal ni 



de cesión para que la copropiedad pudiera entregarlo, solo fue una entrega ilegal 

en la que no medio autorización de la asamblea para que tuviera efectos jurídicos 

vinculantes.     
 

ONCE: Es cierto. 

 

DOCE: No es cierto como esta redactado. Fue el lunes 9 de Noviembre de 2020 

que los demandantes por conducto de su abogado y otro profesional mas, que 

se hicieron presentes en uno de los salones comunales de la copropiedad con el 

fin de socializar el fallo del proceso de pertenencia, el cual según ellos, al serle 

favorable, querían ingresar al lote sin consentimiento alguno de la copropiedad.  

Tal situación fue aclarada y se les hizo ver que mediante acciones de hecho, es 

decir, querer ingresar violentamente al predio porque un fallo así se los 

reconozca como en días anteriores a dicha reunión ya lo habían intentado, no 

era el conducto legal, pues el fallo del proceso de pertenencia qwue le fue 
adverso a la copropiedad, no significaba, que llevaba inmerso la entrega del lote, 

por lo que debían acudir al proceso reivindicatorio.  En esa misma reunión se 

hizo presente el dr. Guillermo Vélez, apoderado anterior de la copropiedad que 

adelanto el proceso de pertenencia, en la que informo que el Conjunto podía 

intentar nuevamente presentar el proceso ya que la posesión ha continuado por 

parte de la persona jurídica aquí demandada y que el tiempo se debe contar con 

posterioridad a la fecha de entrega irregular del lote al señor Aquilino Useda 

Franco, toda vez que la copropiedad continuó con el ejercicio posesorio. 

 

TRECE: No es un hecho que le conste a mi mandante, toda vez que la demanda 

no fue remitida con los anexos. 

 

CATORCE: No es cierto.  En virtud de que la copropiedad demandada nunca 
invadió el inmueble de propiedad de los aquí demandantes, toda vez que con 

anterioridad a la compra que los actores hicieron del predio al señor Gilberto 

Jerez, ostentaban la posesión del predio, posesión que fue interrumpida por las 

acta de entrega del año de 1999 pero después nuevamente continua a partir del 

año 2.000 hasta la fecha, no se puede inferir, que los demandantes hayan sido 

privados de posesión alguna, porque se reitera, no medio entrega alguna por 

parte del señor Jerez a los demandantes, de tal suerte que la licencia que estos 

dicen haber tramitado y su costo es de su entera responsabilidad, ya que no 

existe un nexo causal entre el dinero supuestamente pagado de la licencia y el 

impedimento para construir en la medida de que no acreditaron la entrega del 

inmueble como tampoco las acciones legales posesorias ya sean policivas, civiles 

como el interdicto posesorio, al entrega del tradente al adquirente o el mismo 
proceso reivindicatorio, acciones a las que podía acudir en esa época. 

  

QUINCE: No es cierto.  En primer lugar los demandantes, parten del supuesto 

factico de que fueron privados de la posesión en el mes de Julio de 2013 cuando 

fueron a ingresar al predio con una caseta de vigilancia, lo cual es contradictorio, 

porque en esta misma demanda afirman que fueron privados de la posesión el 

24 de mayo de 2013, fecha en la que se radicó la demanda de pertenencia, 

cuando en honor a la verdad, ninguna de esas fechas pueden ser considerados 



como actos de despojo para que desde esa data contabilizar un supuesto 

perjuicio patrimonial.   

 
A LOS HECHOS 15.1 AL 15.11: No son supuestos de hecho, sino por el 

contrario una estimación de perjuicios cuyo calculo fuera de no corresponder a 

la realidad, será materia de objeción en el capítulo pertinente. 

 

DIECISEIS: No es cierto. La copropiedad demandada es poseedora del 

inmueble, sin justo título, pero por su manera como llego a poseer el inmueble, 

de tiempo anterior a la venta que legitima a los actuales titulares para 

reivindicar, no han actuado de mala fe, ni tiene su posesión como fuente del 

derecho el delito ni el cuasidelto para que se les puedas endilgar la mala fe. Y 

de otra parte al no existir mala fe en la posesión de la persona jurídica 

demandada, esta no está en la obligación de reconocer frutos civiles ni perjuicios 

a los demandantes,  pues los demandantes al confundir los perjuicios con los 
frutos civiles, desvirtúan su pretensión económica no solo por la confusión de 

los términos empleados, sino por la fecha que partida del supuesto perjuicio, 

aunado que no consulta el principio de equidad y proporcionalidad. 

 

DIECISIETE: No es cierto. El Conjunto residencia demandado esta en 

capacidad legal de adquirir por el modo de la prescripción extraordinaria 

adquisitiva, el dominio del inmueble objeto de demanda, siempre y cuando logre 

acreditar los presupuestos axiológicos de la acción declarativa, pues el presente 

proceso reivindictatorio solo se ha instaurado en el año 2021 y debe recordarse 

que la copropiedad demandada ejerce la posesión bajo el nuevo tiempo 

prescriptivo desde el año 2.000 sin que dicho ejercicio posesorio haya tenido 

interrupción civil o natural por alguna clase de acción de parte de los aquí 

demandantes. 
 

DIECIOCHO: No es un supuesto de hecho. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES  

 

Me opongo en nombre de mi representado, a todas y cada una de las 

pretensiones, formulando en consecuencia las siguientes: 

 

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

1. AUSENCIA DE DESPOJO POR PARTE DEL CONJUNTO RESIDENCIAL 
LAGO TIMIZA II ETAPA EN CONTRA DE LOS SEÑORES JOAQUIN 

GARCIA RODRIGUEZ Y OSWALDO ABRIL RUEDA  

 

Fundo esta excepción en el hecho de que los demandantes al adquirir el inmueble 

que nos ocupa mediante la escritura pública número 2137 del 27 de abril de 

2.011, de la Notaría 68 del Círculo de Bogotá. D. C., de manos del señor 

GILBERTO JEREZ,  este vendedor  nunca OSTENTÓ LA POSESIÓN DEL PREDIO 

como lo explico a continuación: 



 

1. El Señor GILBERTO JEREZ había adquirido la nuda propiedad del 

inmueble objeto de este proceso mediante la escritura pública 2167 del 
16 de Junio de 2009 de la notaría 68 de Bogotá; pese a que la escritura 

no dice que la propiedad se adquirió con limitación alguna, afirmo que 

en realidad lo vendido fue la nuda propiedad, por cuanto el anterior 

propietario, señor AQUILINO USEDA FRANCO, fue el interventor de la 

urbanización Lago Timiza, quien tampoco tenía la posesión del predio 

al adquirirlo mediante la escritura pública 36 del 11 de Enero de 1995 

de la Notaria 40 de Bogotá, toda vez que esta persona creo una ficción 

legal de una querella y una acción de cumplimiento para dar la 

apariencia de haber interpuesto las acciones legales para defender un 

predio que nunca fue suyo más allá del contenido de la escritura 

pública, veamos: 

 
1.1- Al año de haber adquirido el inmueble el señor AQUILINO USEDA 

FRANCO de manos del Fondo de Empleados de la Caja de Vivienda 

Militar, interpone el 12 de Enero de 1996 una querella policiva ante la 

Alcaldía menor de Kennedy, aduciendo que fue víctima de la invasión 

de dos lotes de terreno, entre ellos, el inmueble materia de esta 

demanda, por parte de la parte pasiva de este proceso pero su 

pedimento lo centra en un cerramiento ilegal que contraviene 

disposiciones urbanísticas. Lo anterior da a entender que el señor 

Useda Franco para esa época YA NO TENIA LA POSESION DEL LOTE 

QUE NOS OCUPA toda vez que el Fondo de Empleados de la Caja de 

Vivienda Militar nunca le hizo entrega del predio en el año de 1988.  

 

1.2- Mediante la resolución 010 del 20 de enero de 1997 la Alcaldía menor 
de Kennedy declara contraventor al régimen de obras al conjunto 

residencial, ordenando la demolición al cerramiento de dos lotes entre 

ellos, del inmueble que nos ocupa. Dicha decisión administrativa EN 

NADA SE OCUPA DE CONTROVERTIR O DESCONOCER DERECHOS DE 

PROPIEDAD Y POSESIÓN RESPECTO DE LOS INMUEBLES, por cuanto 

no es la autoridad ni el procedimiento para reconocer esa clase de 

derechos toda vez que si el señor Useda Franco hubiera promovido la 

querella policiva de lanzamiento por ocupación de hecho que en aquel 

entonces regulaba la ley 57 de 1905 reglamentada por el decreto 992 

de 1930 (normas declaradas inexequibles desde 2010), existía 

caducidad de la acción policiva ( después de un año de adquirir el 

predio).  Ello demuestra que el señor Aquilino Useda Franco, no era 
poseedor del inmueble desde 1995 ni durante el tiempo que duró la 

querella, ya que sobre el inmueble existían mejoras y cerramiento. 

 

1.3- Presentado el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, el 

Consejo Distrital de Justicia mediante decisión del 9 de enero de 1998 

confirmó la resolución impugnada ordenando la demolición del 

cerramiento.  

 



1.4- Como dicha diligencia no se realizó por parte de la Alcaldía menor de 

Kennedy, el señor Aquilino Useda Franco confirió poder al abogado 

German Enrique Rojas Vargas para que tramitara ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca una acción de cumplimiento en contra 

de la Alcaldía Local de Kennedy, con el objetivo de materializar la 

demolición del cerramiento y que como lo expresa en dicha acción su 

cliente, Aquilino Useda Franco desde antes del 12 de enero de 1996 se 

ha visto desposeído del derecho de uso, goce y disposición de los 

bienes inmuebles que fueron adquiridos por él.  

 

1.5- En providencia del 29 de abril de 1999 el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca (Sección tercera) ordenó a la Alcaldía Local de Kennedy 

dar cumplimiento a las resoluciones de ordenaban la demolición de los 

cerramientos, sin desconocer los derechos que por aquel entonces en 

materia de posesión detentaba el conjunto residencial Lago Timiza II.  
 

1.6- Bajo el total desconocimiento de los alcances de la querella policiva y 

de la acción de cumplimiento que solo ordenaba la demolición de un 

cerramiento sin que ello implicara, como se dijo anteriormente, el 

reconocimiento de derechos de posesión o propiedad, los 

representantes de la copropiedad y manzanas 1,2,3,4 módulos verdes, 

rojos y azules asumen en res documentos los siguientes compromisos: 

(i) En el acta número 0013 de julio de 1999, para que la señora EDITH 

PATRICIA RUIZ PRIETO en su calidad de administradora de la manzana 

1 lleve a cabo las diligencias que hayan qué hacer ante la alcaldía con 

relación al problema del señor USEDA.  (i) La realizan el acta de 

entrega del mencionado lote el 15 de julio de 1999 donde se estableció 

el levantamiento de las cercas de cerramiento, juegos recreativos y 
demás elementos que se encuentren ocupando el inmueble. (iii) Y por 

último realizan un acuerdo mutuo de fecha de 15 de octubre de 1999 

en cual se oficializó la entrega del lote.  

 

1.7- A partir del 15 de Octubre de 1999, la posesión del inmueble se perdió 

por parte del Conjunto Residencial Lago Timiza II Etapa en la medida 

de que la copropiedad victima de su desconocimiento jurídico o mal 

asesorada, reconocieron dominio ajeno y entregan simbólicamente el 

lote al apoderado del señor Aquilino Useda Franco. 

 

1.8- Se desconoce desde esa fecha, que actos de señor y dueño desarrollo 

el señor Aquilino Useda Franco para cerrar, proteger o construir el lote, 
pues no se tiene conocimiento de que esta persona haya solicitado 

licencia de cerramiento o licencia de construcción ante las autoridades 

competentes, como tampoco pagado vigilancia o dado en 

arrendamiento el inmueble. 

 

1.9- Por el contrario, el lote continuó bajo el cuidado de la copropiedad 

demandada, desde el año 2.000. 

 



1.10- Durante los siguientes nueve (09) años el señor Aquilino Useda Franco 

se desentendió del inmueble, seguramente por considerar que por 

mediar un acta de entrega, tal acto le reconocía una posesión indefinida 
o permanente, así nunca hubiera construido o cercado el lote, al punto 

que vende el predio al señor Gilberto Jerez como consta en la escritura 

pública 2167 del 16-06-2009.  

 

1.11- El señor Gilberto Jerez, durante los dos años en que figuró como 

propietario inscrito del lote, tampoco desarrolla o ejecuta algún acto 

de que deje entrever que era el propietario y a la vez poseedor del 

inmueble, pues tampoco gestiona cerramiento alguno, vigilancia, 

cuidado o arrendamiento del predio hasta que el 27 de Abril de 2011  

lo vende a aquí demandantes. 

 

1.12- Sabedores son los demandantes de este proceso, que lo único que se 
les vendió por parte del señor Jerez, fue la propiedad inscrita, al punto 

que la escritura 2137 del 27-04-2011 de la Notaria 68 de Bogotá, 

refiere que la venta es únicamente según la cláusula primera del citado 

instrumento público “ el pleno derecho de dominio y propiedad 

que tiene y ejerce sobre el siguiente inmueble”  

 

1.13- Como nunca el lote les fue entregado de manera real y material a los 

aquí demandantes, sino que por el contrario, la propiedad que han 

ostentado se ha limitado a la escritura pública, los demandantes en vez 

de promover el proceso de entrega del tradente al adquirente o haber 

intentado el proceso reivindicatorio en el año 2011 cuando adquirieron 

el predio, se dedicaron a tramitar una licencia de construcción 

pensando que tal acto dispositivo les serviría de prueba para alegar 
posesión y eventualmente un posible despojo, pero todo lo contrario, 

queriendo entrar al predio varias veces a lo largo de estos 10 años, 

han recibido como respuesta de la copropiedad demandada por 

conducto de los administradores, miembros del consejo de 

administración y comunidad del conjunto en general, toda la oposición, 

incluso con presencia de la policía nacional ante los diversos intentos 

de ingreso al lote, sin que esto quiera decir en modo alguno que sea 

un despojo de una posesión que como se insiste, nunca los 

demandantes la han ostentado. 

 

1.14- Finalmente y para corroborar la ausencia de despojo, la parte actora 

afirma por conducto de su apoderado que fue despojada de la posesión 
del lote el 24 de Mayo de 2013, día en que la copropiedad demandada 

instauró una primer demanda declarativa de pertenencia y reconoce 

que la parte pasiva es desde esa fecha un poseedor de mala fe, porque 

supuestamente ese día hizo pública su condición de poseedor.  Tal 

afirmación es una verdad a medias, pues si bien es cierto que ese día 

se radicó la demanda, nadie radica una acción de estas si el ejercicio 

posesorio no cumplía uno de los requisitos para una clase de procesos 

como el de pertenencia, cual es el tiempo, de tal suerte que no fue ese 



día en que la copropiedad exteriorizó su calidad de poseedor, pues la 

radicación de la demanda no es un acto público que tenga por objeto 

enterar a terceros de tal condición.  La otra fecha que señalan los 
demandantes es que a principios del mes de Julio de 2013 cuando iban 

a ingresar con una caseta de vigilancia, se les impidió el ingreso y por 

ende que desde esa fecha es que la persona jurídica demandada 

adeuda frutos civiles y perjuicios.  Precisamente si lo que los actores 

quisieron hacer en el mes de julio, fue el de ingresar el predio de 

manera violenta y esta acción les fue impedida, ello no demuestra 

ningún despojo, sino su intención de ingresar por la fuerza para 

adquirir posesión del lote.  Esta misma práctica ha sido reiterativa al 

punto que a finales del año 2020 también lo quisieron hacer, alegando 

que el proceso de pertenencia les fue favorable, hasta que el 9 de 

Noviembre de ese año, se tuvo la posibilidad de explicarles en uno de 

los salones comunales de la copropiedad que sus acciones de querer 
ingresar al lote no eran legales, pues no existía orden judicial de 

entrega alguno con ocasión del fallo del primer proceso de pertenencia, 

razón verdadera por la cual ahora después de once años de haber 

comprado el lote han demandado 

 

 

2. CARENCIA DE MALA FE POR PARTE DEL CONJUNTO RESIDENCIAL 

LAGO TIMIZA II ETAPA RESPECTO DE SU CONDICION DE POSEEDOR  

 

Para explicar como un poseedor irregular por carencia de justo título pude ser 

considerado de buena fe y por ende exonerado de pagar frutos civiles desde el 

inicio de su posesión, es necesario precisar lo que Sala de Casación Civil de la 

Corte Suprema de Justicia ha considerado en la sentencia SC11786-2016; Rad. 
11001 31 03 037 2006 00322 del 26 de agosto de 2016, M.P. Margarita Cabello 

Blanco, veamos:  

 

“El poseedor vencido está obligado a restituir los frutos 

naturales y civiles generados por la cosa, los que bien 

pudiesen haberse percibido o que con mediana diligencia y 

actividad se recibieran si la cosa hubiera estado en poder 

del propietario. El de mala fe está obligado, entre otras 

cosas, a restituir los frutos o su valor desde que posee, el 

de buena fe, desde la notificación de la demanda (Art. 964 

del Código Civil).  

 
“Respecto a los frutos, es preciso distinguir entre el 

poseedor de buena fe y el poseedor de mala fe: éste no los 

adquiere, debe restituirlos íntegramente, 

retrospectivamente. Por el contrario, el poseedor de buena 

fe los conserva, porque los ha hecho suyos, al menos hasta 

el día de la demanda de reivindicación: como consecuencia 

de esto, se encuentra obligado a restitución, no por razón 

de que por el solo hecho de la demanda dirigida contra él 



se haya constituido fatalmente en poseedor de mala fe 

(puede creer en la justicia de su causa), sino porque se 

quiere poner al propietario triunfante en la situación en que 
se encontraría si hubiera obtenido el triunfo desde el 

primer momento, ya que la lentitud de la justicia no debe 

perjudicarle" (Derecho Civil, tomo I, Vol III, pág. 64, Ed. 

E.J.E.A., Buenos Aires, 1952)  

 

Para hablar si un poseedor es de buena o mala fe, es necesario recordar lo 

previsto en el artículo 769 del Código Civil, según el cual “la buena fe se 

presume, excepto en los casos en que la ley establezca la presunción 

contraria…En todos los otros, la mala fe deberá probarse.”  

 

Al respecto, los actores se han limitado a esgrimir en la demanda 

contradictoriamente presuntos actos violentos a través de los cuales la 
copropiedad demandada entró en posesión:  La primera fecha el 24 de Mayo de 

2013 y la segunda a principios de Julio de 2013,  tiempos que no tienen asidero 

probatorio, dado que en la primera fecha corresponde a la radicación de una 

demanda de pertenencia cuando es sabido que quien considera cumplir con uno 

de los requisitos para la usucapión era el tiempo, por lo que el conjunto 

consideraba para esa data, tener 26 años de posesión.  El día de la radicación 

de la demanda no es un acto externo o público que dé cuenta que un poseedor 

inicia un proceso frente a cualquier tercero.  La otra fecha son los primeros días 

de Julio de 2013 en la que refieren los actores que al intentar instalar una caseta 

de vigilancia al no poder ingresar, concluyen que perdieron la posesión, si el 

Conjunto era poseedor desde 1986 cuando se conformó la copropiedad, es decir 

con anterioridad a que los actores adquirieran el lote como el resto de sus 

antecesores la presunción que consagra el mencionado artículo 769 no se logra 
desvirtuar. 

 

Si bien es cierto el Conjunto demandado no tiene u ostenta un título translaticio, 

esa sola circunstancia no es suficiente para considerar su posesión de mala fe 

por carecer de justo título. Lo anterior por cuanto se demostrará a lo largo del 

proceso la parte demandada es enfática en manifestar la conciencia de haber 

adquirido la posesión, por medios legítimos, exentos de fraude y de otro vicio 

de acuerdo como lo señala el artículo 768 del Código Civil, pues consideraron 

que el lote era parte de la propiedad horizontal por haberlo así entendido desde 

los planos de la urbanización al punto que en el año 2013 inicio un proceso 

ordinario declarativo de pertenencia que por reparto correspondió al juzgado 18 

Civil del Circuito de esta ciudad, llegando al proceso con la creencia de tener un 
derecho legítimo, de ahí que, nada impide que un poseedor carente de justo 

título pueda ser de buena fe.  

 

Sobre el particular, se tiene por sabido que la posesión puede ser regular o 

irregular. La regular procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe, 

aunque la buena fe no subsista después de adquirida la posesión. Se puede ser, 

por consiguiente, poseedor regular de mala fe, como viceversa, el poseedor de 

buena fe puede ser poseedor irregular.  



 

 

3. PRESCRIPCION EXTINTIVA DEL DERECHO REAL DE DOMONIO DE 
LOS DEMANDANTES 

 

Fundo esta excepción, en el hecho que de la copropiedad demandada viene 

ejerciendo actos como dueña y señora sobre el inmueble materia de proceso por 

más de 16 años de manera pública, pacífica y quieta, sin interrupción civil o 

natural (a excepción del presente proceso), los cuales son en modo alguno  

omisivos, esporádicos o de la mera facultad tolerancia del titular, sino por el 

contrario, plenos e inequívocos de una verdadero poseedor al punto que desde 

el año 2004 hasta la fecha no reconoce dominio ajeno impidiendo que cualquier 

tercero incluyendo los demandantes ingresen al predio. 

  

Dado que la prescripción es un modo de adquirir o de extinguir obligaciones y 
derechos, en la presente excepción de mérito se invoca en la modalidad de 

extintiva, no solo por el tiempo transcurrido de posesión de mi mandante en el 

inmueble materia de proceso, sino, porque igualmente los aquí demandantes 

después de más de diez años de haber adquirido el dominio del bien han incoado 

la acción permitiendo que su propia desidia y por el paso del tiempo, consolide 

un mejor derecho en favor de la copropiedad demandada restándole comprobar 

el tiempo legalmente exigido por el legislador que en la actualidad es de diez 

años (artículo 1º de la ley 791 de 2002). 

 

OBJECION AL JURAMENTO ESTIMATORIO   

 ARTÍCULO 206 C. G. P. 

 

Los demandantes fundan su juramento estimatorio CONFUNDIENDO la 
indemnización de perjuicios con el pago de frutos civiles y naturales, partiendo 

desde el mes de Julio de 2013 hasta el mes de radicación de la demanda, sin 

precisar los días, pero más allá de tal inexactitud,  parten del supuesto de un 

inmueble construido por haber obtenido una licencia de construcción la cual no 

es requisito sine qua non de que efectivamente los actores iban a construir y por 

ende, después de terminada la obra, dar en arriendo el inmueble para estimar 

los frutos civiles o rentas de un inmueble construido sin estarlo realmente 

 

Ha sido criterio jurisprudencial que las prestaciones mutuas deben ser 

entendidas como un fenómeno jurídico especial regulado por la ley cuya 

fundamentación descansa en los principios de equidad y de reparación de un 

desmedro injusto.  Para reclamar frutos a diferencia de los perjuicios que le son 
propios a la responsabilidad civil extracontractual, dado que la eventual cosa a 

restituir no presenta daño alguno, la tasación de los frutos que igualan a 

perjuicios no corresponde a los valores señalados en la demanda, pues esa clase 

de frutos parten del supuesto arrendamiento de un lote construido, cuando el 

poseedor como también el propietario pudieron tener el bien sin ninguna clase 

de explotación económica.  Igual sucede con las mejoras que medianamente se 

hayan podido realizar para conservar o acrecentar el bien raíz. En lo único que 

el inmueble ha aumentado es en su valor catastral conforme al estado de cuenta 



de hacienda distrital en el pago del impuesto predial, lo cual correspondería a la 

tasación verdadera de frutos civiles y compensaciones mutuas.      

 
Debe recordarse que el poseedor de buena fe no es obligado a la restitución de 

los frutos percibidos antes de la notificación de la demanda conforme a los 

términos previstos en el inciso 3° del artículo 964, más aún cuando no está 

demostrado despojo alguno por parte de la copropiedad demandada respecto 

del lote una vez que los demandantes adquirieron el predio año 2011, pues 

simplemente refieren para aducir que fueron privados de la posesión, dos fechas, 

el 24 de Mayo de 2013 y luego los primeros días de Julio de 2013, cuando 

realmente el predio lleva en posesión de los demandados en aquel entonces 

(2013) ya de 13 años continuos, sin que el antecesor de los gestores judiciales 

tampoco haya sido objeto de despojo de la posesión del lote, 

 

De acuerdo a lo anterior, y dada la inexactitud como el demandante ha tasado 
los frutos confundiéndolos con perjuicios, ameritan que dentro del término legal 

el actor proceda a aportar o solicitar las pruebas pertinentes que justifiquen tal 

valor o en su defecto corrija el yerro cometido.   

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

Documentales 

 

Solicito tener como tales las siguientes: 

 

a)-. Las obrantes en el proceso. 

 

b)-. Copia simple de la demanda de pertenencia radicada el 24 de Mayo de 2013 
 

c)- Copia simple del acta individual de reparto del 24 de Mayo de 2013 

 

d) Copia simple de la sentencia del 29 de abril de 1999 del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca (Sección tercera) mediante la cual se le ordena  

al Alcalde Local de Kennedy cumplir con la orden de demolición. 

 

e) Foto del lote 

 

f) Actas de entrega del lote del año 1999. 

 

g) Licencia de construcción de la urbanización Lago Timiza 
 

 

PRUEBA TESTIMONIAL: 

 

Solicito que se recepcionen los testimonios de las personas que a continuación 

relaciono, quienes son mayores de edad, con domicilio y residencia en la ciudad 

de Bogotá, D.C. a quienes les constan los hechos motivo de esta contestación, 



en especial la manera como la parte demandante ha querido ingresar al 

inmueble:  

 
 

NOMBRES DIRECCION  TELEFONO CORREO ELECTRONICO 

Enrique 

León 
Cárdenas 

19.290.935  

Carrera 74A 

Nº42G-58 Sur.  3134969025  enriqueleoncar@gmail.com 

Prospero 

Triana 

20781197 

Carrera 74 No 

44-29 sur Int 21 

Apto 562 3112748037 prosperotriana15@hotmail.com 

Jorge 

Molano 

79111264 

Transversal 74 

A No 43-60 sur 

Int 03 Apto 

2058 3204197711 jemolanom@gmail.com 

ggAlicia 

Aguilar 

52767610 

Carrera 74 No 

44-29 sur Int 12 

Apto 536 3142088635 alicia26681@hotmail.com 

José 

Álvarez 

Hernández 

3252533 

Transversal 74 

A No 43-60 sur 

Int 06 Apto 517 3102518776 jose-donaldo@hotmail.com     

Prieto 

Beltrán 
Víctor 

19173456 

Transversal 74 
A No 43-60 sur 

Int 05 Apto 114 3118378815 victorprieto1952@imei.com       

Susana 

Grimaldos 

41537530 

Transversal 74 

A No 43-61 sur 3208348514 susanagrimaldos@gmail.com  

    

 

INTERROGATORIO DE PARTE 

 

Solicito se sirva citar y hacer comparecer a su despacho a los demandantes 

JOAQUIN GARCIA RODRIGUEZ y OSWALDO ABRIL RUEDA para que sirva 
atender interrogatorio de parte, con exhibición de documentos el cual 

personalmente o en sobre cerrado le formularé. 

 

NOTIFICACIONES  

 

LOS DEMANDANTES:  

 

JOAQUIN GARCIA RODRIGUEZ recibirá notificación en la CALLE 57 Sur No.37-22 

de este distrito Capital. Correo electrónico monojoaco19@hotmail.com. 

 



OSWALDO ABRIL RUEDA recibirá notificación en la CALLE 123A No.47-57 de 

este distrito Capital. Correo electrónico monojoaco19@hotmail.com. 

 
AL DEMANDADO:  

 

CONJUNTO RESIDENCIAL MULTIFAMILIARES LAGO DE TIMIZA II ETAPA recibirá 

notificación en la CALLE 43 SUR No. 74- 45 de la localidad Octava de Kennedy 

de este distrito Capital. Correo electrónico mlagotimiza2@gmail.com. 

 

El suscrito Apoderado Judicial recibirá notificaciones en la Carrera 8 # 11 – 39, 

oficina 312 Bogotá D. C., teléfono de contacto: 3341773   

 

C o r r e o  e l e c t r ó n i c o :  m a o b u r g o s _ 6 9 @ h o t m a i l . c o m  

 

Dejo en los anteriores términos contestada la demanda. 
 

 

Del señor Juez, 

 
 

 

 

 

 

____________________________ 

FRANCO MAURICIO BURGOS ERIRA  

C. C. Nº 79.543.305 de Bogotá 

T. P. Nº 111.285 DEL C. S. de la J. 

  



 

 




























































































